
DICTAMEN No. 116 
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal en sesión celebrada 
el día veinticinco de diciembre de mil novecientos ochenta, adoptó el acuerdo 
que copiado literalmente dice así:  
Número 518. Se da cuenta con el oficio  consulta del Presidente del Tribunal 
Municipal Popular de Contramaestre, provincia de Santiago de Cuba, que es 
del tenor siguiente:  
"Este Tribunal ha conocido algunos casos de productores privados que han 
estado efectuando venta de su producción sin la licencia correspondiente y de 
campesinos que lo han hecho fuera de los lugares a que hace referencia el 
inciso b) del artículo23 del Decreto número 66 del Consejo de Ministros. 
"El artículo 25 del expresado Decreto dispone que si la adquisición es para el 
consumo propio y se produce en los lugares que establece el artículo 23, la 
conducta se considera como una infracción administrativa, sancionable con 
multa de esa clase de cinco a cuarenta pesos.  
"¿Es asimilable la anterior conducta a la de los productores de parcelas, 
jardines o patios, cuando no hubieren obtenido previamente la licencia y a la de 
los campesinos individuales y cooperativas de producción agropecuarias 
cuando, en cada caso, efectuaren venta de su producción con violación de las 
reglas del Decreto número 66, o debe aplicársele, como hemos venido 
haciendo lo dispuesto en el artículo 272 del Código Penal?".  
El Consejo, a propuesta del Presidente de la Sala de lo Penal, acuerda evacuar 
la consulta en los términos del siguiente: 
DICTAMEN No. 116 
El artículo 10 del Decreto 66 de 15 de abril de 1980 del Consejo de Ministros 
exige el abono de un impuesto, en la forma y cuantía que establece el Comité 
Estatal de Finanzas, a los agricultores pequeños no organizados en 
cooperativas, a los agricultores pequeños miembros de las cooperativas de 
crédito y servicio, a las cooperativas de crédito y servicio y a las personas que 
producen en parcelas, jardines o patios, por el derecho a vender sus productos 
en el mercado libre campesino. Ya antes el artículo 4 del propio Decreto 
declara que estos últimos son los únicos autorizados a vender sus productos 
en sus casas, a condición de que estén pagando el impuesto a que se hace 
referencia anteriormente.  
El artículo 23, por su parte, prohibe la venta de productos agropecuarios en los 
centros de producción y fuera de los lugares o áreas autorizados por el órgano 
local correspondiente del Poder Popular, con las excepciones que el propio 
precepto establece. 
De estas disposiciones se observa que la venta de productos agropecuarios 
sólo puede realizarse mediante el pago de un impuesto y en las áreas o 
lugares señalados por la autoridad administrativa para la instalación del 
mercado libre campesino, con excepción de las que realizan los productores en 
parcelas, jardines o patios, que pueden hacerlas, como ya se dijo, en sus 
propias casa.  
Los artículos 24 y 25 se refieren únicamente a los que adquieran productos de 
quienes los venden fuera de los lugares o áreas señalados por el órgano local 



correspondiente del Poder Popular, ordenando, en el primero, que si la 
adquisición se hace con fines especulativos, el adquirente será sancionado a 
tenor del 272 del Código Penal; y en el segundo, que si la adquisición es para 
el consumo propio, pero se hace igualmente fuera de los lugares autorizados, 
el adquirente será objeto de una multa administrativa.  
En virtud de que el artículo 272 del Código Penal incrimina la conducta, entre 
otros supuestos, del que vende productos o mercancías, contraviniendo una 
prohibición expresa o sin la licencia correspondiente, será sancionado de 
acuerdo con el citado precepto la persona que produce en parcelas, patios o 
jardines contraviniendo la obligación reglamentaria expresa de pagar un 
impuesto determinado por el Comité Estatal de Finanzas, destinado a la venta, 
total o parcialmente lo que produzca en cuyo sentido deberá ser evacuada la 
consulta del Presidente del Tribunal Municipal de Contramaestre, provincia de 
Santiago de Cuba.  
Comuníquese el presente dictamen a l Tribunal Municipal Popular de 
Contramaestre por conducto del tribunal Provincial Popular de Santiago de 
Cuba; circúlese a los restantes tribunales municipales por medios de los 
tribunales provinciales respectivos; y dése cuenta oportunamente al Pleno.  


